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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

JUSTIFICACIÓN TÉCNICO – JURÍDICA Y DE CONVENIENCIA

I. OBJETO DEL PROYECTO
La Política Pública Distrital de Libertades Fundamentales de Religión, Culto y Conciencia es un conjunto de directrices, acciones, planes y programas dirigidos a promover y materializar los derechos de las personas naturales y jurídicas, debidamente reconocidas, con el fin de protegerlos en sus creencias, propiciando la participación de éstos en las decisiones que los afectan y procurando la igualdad en el acceso y disfrute de sus derechos.

La presente política pública busca brindar garantías para el ejercicio efectivo de los deberes y derechos que le asisten al sector religioso, de manera que puedan participar en la construcción de bienes comunes para la ciudad, entre estos la paz, la justicia, la libertad, la igualdad, la integridad, la solidaridad, la seguridad, la cohesión social entre otros, en el marco de lo establecido en las normas que integran el bloque de constitucionalidad en materia de libertad e igualdad religiosa, conciencia y culto.

Así mismo construirá escenarios y puentes de confianza entre la sociedad civil, los diferentes niveles de la Administración Distrital y las diversas Entidades Religiosas, reconociendo los aportes que éstas han prodigado a la construcción de bienes comunes, la formación en principios y valores ético-morales universales y las acciones sociales de ayuda humanitaria con emprendimiento productivo y comunitario, que lideran en su condición de pacificadoras. 

II. COMPETENCIA DEL ALCALDE MAYOR DE BOGOTÁ.

Las conferidas por la Constitución Política de 1991, los numerales 1º, 3° y 4º del artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 1993, en cumplimiento del Art. 244 de la Ley 1753 de 2015, Art. 32 y Art. 94 del Acuerdo 645 de 2016. El Sector líder es el Sector Gobierno según lo establecido en el Acuerdo Distrital 637 de 2016, Artículo 52. 
Art. 52. Literal “k). Liderar, orientar y coordinar la dirección de asuntos religiosos en el Distrito, Capital formulando, adoptando y ejecutando políticas, planes, programas y proyectos y articulando acciones con las entidades religiosas y las organizaciones basadas en la fe”.
III. RAZONES Y ALCANCE DEL PROYECTO DE DECRETO.
La Carta Política de 1991 introdujo un cambio radical en la concepción de los Derechos Humanos, con una apuesta indeclinable por hacer real y efectiva su vigencia en cada individuo, de allí que la Corte Constitucional ratificara que la persona humana es el sujeto, razón y fin del ordenamiento jurídico. La Carta robustece un enunciado teórico donde los valores, desde el punto de vista ético que preconiza el valor de la dignidad humana, constituyen las mismas exigencias universales que hoy conocemos como Derechos Humanos. 

El preámbulo de nuestra Constitución fija aquellos valores y principios que deben orientar el Estado colombiano, y al invocar la protección de Dios está reconociendo la doble dimensión espiritual y material innegablemente inherente a la existencia humana. Al respecto Madrid Malo sostiene que antes de reconocerse al ser humano como sujeto de derechos, debe reconocérsele como sujeto moral. 

Es importante advertir que el reconocimiento de los derechos fundamentales de religión, culto y conciencia en el país tiene lugar solo hasta 1991, tardíamente si se consideran casos como la Constitución alemana, la cual consagra dicho reconocimiento desde 1949, la Constitución italiana lo hace en 1947 y la española en 1978. Esta última es la fuente donde se extraen los principales elementos que le dan forma a la Ley Estatutaria 133 de 1994 sobre Libertad Religiosa y de Cultos en Colombia.

El Dios de la Constitución es Dios y es dioses, arropa todas las creencias religiosas sin distinción y al margen de que los colombianos profesen mayoritariamente una en particular. En virtud de tal precepto, la Carta confiere igual valor y tratamiento jurídico a todas las confesiones religiosas existentes.

La Corte Constitucional ha precisado la importancia de la libertad interior en tanto soporte de los derechos y libertades humanas, a partir de allí su garantía se configura como medio para la autorrealización y autodeterminación en la conducción del destino propio; en la libertad de elegir lo que es bueno y justo en términos espirituales y terrenales, está recogida la esencia de la dignidad humana. Para dilucidar en su extensa amplitud las libertades de conciencia y religión, la Corte Constitucional también reconoce que las decisiones de la persona, adscritas en un sistema de valores autónomamente asumido, hacen parte de su dominio particular e inalienable, es decir, de su propia conciencia, en cuyas profundidades no cabe ninguna intervención o coacción del Estado. 

Derivadas de la construcción de la conciencia, las manifestaciones religiosas encuentran en el ejercicio de lo cúltico una de sus expresiones prácticas, y es sobre tales expresiones donde la intervención del Estado está autorizada, mientras se muestre imperiosa en aras de impedir o limitar cualquier circunstancia que vulnere los derechos de los demás, altere la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos.   

Ahora bien, el notable aumento de opciones religiosas en Colombia desde la expedición de la Ley 133 de 1994 o Ley Estatutaria de Libertad Religiosa y de Cultos, ha hecho indispensable para el Gobierno Nacional la identificación de los elementos integrados en conceptos como iglesia, denominación y confesión religiosa, de manera que su reconocimiento jurídico observe la realidad histórica y cultural subyacente a cada cual. 

Las creencias o confesiones religiosas conciben un Dios o dioses como centro de su cuerpo doctrinal, una historicidad, un texto de doctrina, una estructura que las ordena, unos fieles o creyentes, un aparato ético que las rige, unas buenas prácticas frente a la intervención social, unos usos y costumbres que les provee identidad cultural y una representatividad nacional o internacional. Las denominaciones cuentan con una organización religiosa, una estructura y una doctrina que puede tener muchos aspectos en común con una determinada confesión religiosa. Por su parte las iglesias, los templos, las mezquitas y sinagogas deben entenderse como los espacios a través de los cuales se concretizan las expresiones religiosas, son el lugar donde se puede ejercer plena, libre y públicamente la libertad de culto. 

De otro lado, la existencia de los pueblos indígenas con sus cosmovisiones, también obliga a preguntarse por los verdaderos alcances de la legislación frente a un universo religioso más amplio que el concebido originariamente. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha entendido que los pueblos indígenas son verdaderos sujetos de derecho con singularidad propia, y en el caso de las comunidades ancestrales existe una estrecha relación entre cultura, espiritualidad y territorio.

Las bases de un Estado democrático, participativo, incluyente y pluralista, se expresan en la aceptación general de la diversidad de creencias y expresiones religiosas en todo el territorio nacional. Colombia debe adoptar medidas positivas para garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos, así como medidas negativas que conduzcan a sus autoridades públicas a abstenerse de cometer actos discriminatorios y de intolerancia religiosa que vulneren el derecho a la igualdad. Armonizar la realidad social con la norma tiene por finalidad evidenciar y ajustar aquellos aspectos que distancian la realidad formal de la realidad material, pues resulta inocuo afirmar las libertades fundamentales sin igualdad real y material para su ejercicio.

Adicionalmente, los instrumentos internacionales que ha ratificado Colombia con relación a la libertad de religión, entre ellos el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre los Derechos Humanos – Pacto de San José y la Convención sobre los Derechos del Niño, no solo cumplen un papel primordial al complementar el contenido de los derechos constitucionales y precisar límites en su aplicación, también reconocen que en la diversidad de expresiones religiosas se encuentra implícitamente una búsqueda por el bienestar de la humanidad, traducida en grandes contribuciones a la cohesión social y la estabilidad política, social y económica de las naciones.

En este contexto, se considera importante reconocer el valioso trabajo que adelantan las comunidades religiosas frente a las cada vez más profundas desigualdades sociales. Su labor las convierte en promotoras de convivencia social, en agentes de reconciliación al interior de sus territorios, en actores sociales y políticos que transforman y trascienden sus entornos, en proveedoras de bienes tangibles e intangibles ante la orfandad social y estatal. 

Las iglesias, confesiones religiosas y denominaciones cuentan, entre otras, con una línea de acción en el campo social, que se nutre de los principios aportados por el aparato ético de cada creencia religiosa, fuente de los valores profundos de la vida en comunidad: solidaridad, respeto, amor, igualdad, verdad, justicia, libertad, acceso a los bienes para el disfrute de todos; valores de un efecto altamente significativo por su contribución decisiva al desarrollo integral del ser humano, entendido en su aspecto físico, intelectual y espiritual.

El peso de esta estructura axiológica se soporta en la verdadera dignificación del ser humano, el reconocimiento de su valor intrínseco, de su irreductibilidad, de la satisfacción de sus necesidades legítimas, del desarrollo de las capacidades para el ejercicio efectivo de la libertad que permite a cada individuo la posibilidad de concebir iniciativas, de proponer y materializar sus sueños y expectativas.

Las Entidades Religiosas asumen un papel central frente a los crecientes conflictos urbanos y los derivados de la confrontación armada en el país, pues ellas promueven iniciativas de paz y enarbolan el deseo de vivir libre de cualquier violencia, buscan el autoagenciamiento de las comunidades a partir de manifestaciones y expresiones claras contra la violencia y la precarización rural. No es desconocido que el histórico asistencialismo estatal ha sido insuficiente frente a la crisis humanitaria de un país que se debate entre la guerra y la muerte, pues el Estado no ha logrado reconocer integralmente todas las dimensiones del ser humano, necesarias para una plena y feliz realización. 

A su turno, el trabajo articulado de las organizaciones de inspiración religiosa cuenta con gran potencial, condensado en un capital social que debe visualizarse como un conjunto de redes que promueve cambios, reivindica derechos y aporta al logro de una sociedad más justa y equitativa.

El campo de la enseñanza religiosa es otra de las singulares aristas involucradas en el goce de los derechos que alientan la presente política pública, con reformas trascendentales por emprender. La Carta Política reconoce el pluralismo religioso, que es expresión de la libertad para elegir un credo y recibir educación escolar acorde con las convicciones religiosas propias, de allí su significado como parte imprescindible de la impronta democrática de nuestro país. 

Trayectoria de la iniciativa

En el año 2014, el grupo de trabajo de la Dirección de Derechos Humanos y Apoyo a la Justicia de la Secretaria Distrital de Gobierno, se propuso la construcción de un plan de incidencia con los líderes religiosos, representantes de distintas confesiones religiosas con presencia en la ciudad.

Para ello elaboró varias estrategias, la primera de ellas dirigida a acercar las iglesias al Estado, en un proceso de construcción de confianza. Esta estrategia se desarrolla a través de reuniones consultivas y de socialización con los representantes de las diferentes iglesias, confesiones y denominaciones con presencia en Bogotá, construcción de documentos, atención de ministros con el fin de identificar problemáticas frente a vulneraciones para el ejercicio de sus derechos y una primera aproximación a la caracterización del universo religioso, cuyo piloto se realiza en la localidad de Kennedy. 

Como segunda estrategia se propuso la visibilización o promoción de los derechos. Desde esa óptica se crean espacios de deliberación con representantes de distintas confesiones religiosas en torno a los derechos fundamentales y la construcción de agendas colectivas, además de buscar la vinculación de nuevos actores representantes de todos los credos. Bajo tal perspectiva se realiza el primer Foro Distrital por los Derechos de Libertad de Religión, Culto y Conciencia, que tuvo lugar el 29 de mayo de 2014 con la participación de 350 asistentes pertenecientes a más de un centenar de confesiones religiosas, denominaciones, asociaciones de ministros y delegaciones de iglesias provenientes de Antioquia, Armenia, Barranquilla y Cali, además de las radicadas en Bogotá.

La tercera estrategia se dirigió hacia la consolidación del denominado “Proceso Distrital por los Derechos de Religión, Culto y Conciencia”, con la constitución de mesas de trabajo para alcanzar mayor incidencia frente a la promoción, reconocimiento y garantía de los derechos en las políticas distritales y nacionales. El proceso se define como un conjunto de actores, estrategias y propuestas necesarios para la definición de políticas públicas que defiendan, protejan y promuevan los derechos de libertad de religión, culto y conciencia en Bogotá. 

El proceso tuvo como propósito incidir en las políticas distritales y nacionales para convertir los derechos formales de religión, culto y conciencia en derechos reales y efectivos. Ello involucró varias apuestas, entre ellas: ampliar el margen de responsabilidad estatal frente a posibles violaciones a la libertad e igualdad religiosas; diseñar estrategias legales y políticas para visibilizar los derechos; diseñar estrategias de comunicación para mejorar la comprensión de los derechos entre los ciudadanos y las instituciones;  acompañamiento y asesoría legal; investigación y recolección de información sobre violaciones a los derechos; capacidad de movilización de las comunidades religiosas en torno a la reivindicación de sus derechos.

Las mesas conformadas a partir de la realización del Foro en el mes de mayo de 2014, contaron con la participación de lideresas y líderes religiosos de distintas confesiones, en las cuales se propusieron y adelantaron las siguientes agendas de trabajo:

	
Mesa de trabajo

	Propuestas de líderes religiosos

	Mesa No. 1: Contenido, alcances y conflictos preexistentes en la legislación sobre libertad e igualdad religiosa, conciencia y culto.


	· Construcción de una política pública.

· Propuesta de modificación a la Ley 133 de 1994.

· Trabajo de interlocución con el Ministerio del interior. 

	Mesa No. 2: La dignidad humana y el individuo por encima de las desigualdades sociales.
	· Crear una red de Entidades Religiosas, sus organizaciones y fundaciones, en torno al trabajo social y humanitario.



	Mesa No. 3: Estrategia pedagógica para la formación en Derechos Humanos con enfoque en los derechos de libertad de religión, culto y conciencia.


	· Publicaciones sobre los derechos y obligaciones del Estado para su garantía.

· Formación en DDHH



	Mesa 4: Las comunidades religiosas como actores sociales en la transformación de su entorno.
	· Articulación con programas de la Secretaría Distrital de Gobierno. 

	Mesa 5: Plan maestro de equipamiento de culto y control de normas urbanísticas.


	· Cartilla pedagógica.  Normas de convivencia en la celebración de los cultos.

	Mesa 6: Plan de incidencia.


	· Agenda de incidencia

· Agenda de paz


IV. MARCO JURÍDICO

1. Constitución Política de Colombia

El Preámbulo de nuestra Carta Política incorpora el marco axiológico que debe orientar el ordenamiento jurídico, goza de poder vinculante y es el sustento del texto constitucional, es así como, cualquier norma que desconozca los fines señalados en ella, está desconociendo y quebrantando a su vez los principios que representa. La invocación a Dios del preámbulo, no supone la prevalencia de ningún credo religioso, ni siquiera de tipo monoteísta; se trata de una invocación a un Dios compatible con la pluralidad de creencias religiosas, como lo ha manifestado la Corte Constitucional
.

PREAMBULO. EL PUEBLO DE COLOMBIA, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente. (…)
El Estado social de derecho es democrático, participativo y pluralista, está fundado en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad. El Estado Colombiano se rige por la garantía y protección de los derechos fundamentales, entre ellos las libertades de conciencia, de religión, de culto y de pensamiento. Este pluralismo hace referencia a la pluralidad de ideologías políticas, opciones sociales, creencias religiosas, al reconocimiento de la diversidad étnica y cultural, pero también a la coexistencia de todas estas expresiones en un ambiente de convivencia pacífica.
ARTICULO   1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.
ARTICULO 5. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

ARTICULO   13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado  promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado  protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

Desde la promulgación de la Carta Política de 1991, por primera vez en la historia colombiana se reconoce como opción jurídico-política la aconfesionalidad religiosa. El artículo 19 de la Carta  consagra el pluralismo religioso y la igualdad de todas las confesiones ante la ley, afirmándose en la inexistencia de una religión oficial, y consagrando la neutralidad del Estado frente a la diversidad de confesiones religiosas y de Iglesias. 

La Religión ya no es considerada por el Constituyente como una mera subjetividad, sino que reclama su protección legal tanto en el ámbito positivo a través de la autonomía jurídica, como en el ámbito negativo con la llamada inmunidad de coacción. 

ARTICULO  18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia.

ARTICULO  19. Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva. Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley.

El derecho a la paz ha tenido amplios desarrollos especialmente a partir de Galtung, quien advierte que el concepto de paz integral debe involucrar la condiciones para que cese la  violencia directa verbal, física y psicológica, pero también extenderse hacia la mitigación de los efectos que causa la violencia estructural tal como la corrupción y la desigualdad social y de otra parte la violencia cultural, cuyos efectos producen discriminación e intolerancia.  
Las religiones han sido la causa de innumerables conflictos en el mundo, sin embargo han significado transformaciones importantes en la vida de millones de personas, pues se presentan como alternativa frente a la crisis de valores y al excesivo racionalismo y materialismo.   

ARTICULO  22. La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento.
El escenario de la familia no solo es importante para el Estado como lo expresa la Carta Política, sino también lo debe ser para la sociedad en su conjunto. Se busca su protección, por considerar que de ella emerge la construcción de ciudadanías activas, dialogantes, solidarias, productivas.  La familia es de especial interés para las Iglesias, quienes contribuyen en gran manera en la prevención de la violencia intrafamiliar. 
ARTICULO   42.  La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.

El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolable. (…)
El aspecto que se considera más relevante del Art. 68 de la Carta Política, además de la apertura para que instituciones de carácter privado incluso religiosas, pudieran fundar establecimientos educativos, es la libertad otorgada a padres de familia para educar a sus hijos de acuerdo a sus convicciones ideológicas, filosóficas, morales y religiosas y la libertad incluso para no recibir educación religiosa.
ARTICULO   68.  Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La ley establecerá las condiciones para su creación y gestión. 
La comunidad educativa participará en la dirección de las instituciones de educación. La enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y pedagógica. La Ley garantiza la profesionalización y dignificación de la actividad docente.

Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para sus hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona podrá ser obligada a recibir educación religiosa

La Corte Constitucional con el propósito de garantizar la seguridad jurídica desarrolló una serie de criterios para identificar los derechos susceptibles de protección por vía de tutela. A través de siete tipos de derechos fundamentales, que son a su vez son complementarios y concurrentes: 
i) Derechos de aplicación inmediata enunciados en el artículo 85 de la Constitución; ii) derechos subjetivos susceptibles de ser amparados directamente por el Juez, contenidos en el capítulo 1 del Título II de la carta; iii) derechos fundamentales por expreso mandato constitucional; iv) derechos que integran el bloque de constitucionalidad; v) derechos innominados (la dignidad humana y la objeción de conciencia); iv) derechos fundamentales por conexidad y vii) derechos fundamentales por definición jurisprudencial de la Corte Constitucional.

ARTICULO  85. Son de aplicación inmediata los derechos consagrados en los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 37 y 40.
ARTICULO  93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 

Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.

El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él. 

2. Leyes, Acuerdos Distritales y jurisprudencia

· Ley 20 de 1974, “Por la cual se aprueba el "Concordato y el Protocolo Final entre la República de Colombia y la Santa Sede" suscrito en Bogotá el 12 de julio de 1973”

ARTICULO  1. El Estado, en atención al tradicional sentimiento católico de la Nación Colombiana, considera la Religión Católica, Apostólica y Romana como elemento fundamental del bien común y del desarrollo integral de la comunidad nacional. El Estado garantiza a la Iglesia Católica y a quienes a ella pertenecen el pleno goce de sus derechos religiosos, sin perjuicio de justa libertad religiosa de las demás confesiones y de sus miembros lo mismo que de todo ciudadano.

· Ley 25 de 1992. “Por la cual se desarrollan los incisos 9, 10, 11,12 y 13 del artículo 42 de la Constitución Política”. Se conceden plenos efectos jurídicos los matrimonios celebrados conforme a los cánones o reglas de cualquier confesión religiosa o iglesia que haya suscrito para ello concordato o tratado de Derecho Internacional o convenio de Derecho Público Interno con el Estado colombiano.

Ley 146 de 1994  Por medio de la cual se aprueba la "Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares", hecha en Nueva York el 18 de diciembre de 1990.
Ley Estatutaria 133 de 1994. Por la cual se desarrolla el Decreto de Libertad Religiosa y de Cultos, reconocido en el artículo 19 de la Constitución Política. Crea un régimen jurídico especial para las demás iglesias y confesiones religiosas. 

Decreto 505 de 2003. “Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 133 de 1994”. Sobre los efectos jurídicos de las Personerías Jurídicas Especiales reconocidas por el Ministerio del Interior y de Justicia.

Ley 115 de 1994. “Por la cual se expide la Ley General de Educación”.

Decreto 1396 de 1997 “Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 133 de 1994, el articulo 45 del Decreto-ley 2150 de 1995 y se modifica el Decreto 782 de 1995”.

Decreto 1519 de 1998. “Por el cual se establecen medidas tendientes al libre ejercicio del derecho de libertad religiosa y de culto en los centros penitenciarios y carcelarios”

Decreto 354 de 1998. Convenio de Derecho Público Interno celebrado entre el Estado y Entidades Religiosas Cristianas no Católicas.

Decreto 4500 de 2006. “Por el cual se establecen normas sobre educación religiosa en establecimientos oficiales y privados de educación preescolar, básica y media de acuerdo con la Ley 115 de 1994 y Ley 133 de 1994”

Decreto 2355 de 2009.  “Por el cual se reglamenta la contratación del servicio público educativo por parte de las entidades territoriales certificadas”. CAPITULO IV: De la contratación de la administración del servicio educativo con las iglesias y las confesiones religiosas.

Ley antidiscriminación 1482 de 2012. “Por medio de la cual se modifica el Código Penal y se establecen otras disposiciones”. Sancionar penalmente actos de discriminación por razones de raza, etnia, religión, nacionalidad, ideología política o filosófica, sexo u orientación sexual, discapacidad y demás razones de discriminación.

Acuerdos Distritales

Estatuto Tributario, Acuerdo 103 de 2010, Artículo 57: Predios materia de tratamiento tributario especial
Acuerdo 125/2004 – Decreto 24/2005. Cátedra de derechos humanos educación formal y no formal.

Art. 32 y Art. 94 del Acuerdo 645 de 2016 Plan de Desarrollo Distrital “Bogotá Mejor para Todos¨”

Jurisprudencia

· Sentencia C-088 de 1994. Postulados sobre el ejercicio de la libertad religiosa: 1) La presunción debe estar siempre a favor de la libertad en su grado máximo; 2) Esta sólo puede restringirse en la medida en la que, racional y objetivamente, "la libertad de  manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto de más restricciones que las que, previstas por la ley, constituyen medidas necesarias en una sociedad democrática"; 3)  Las posibles restricciones deben ser establecidas por la ley, no arbitrarias ni discrecionales, como corresponde a  un verdadero Estado de Derecho.

· Sentencia T–200 de 1995: En el campo religioso, cada iglesia es libre de establecer, según sus criterios, los reglamentos y disposiciones con arreglo a los cuales habrán de cumplirse los objetivos inherentes a la fe que practica. Las decisiones de tales autoridades, dentro de las competencias que la propia confesión religiosa establece, son obligatorias para sus feligreses en la medida en que sus ordenamientos internos lo dispongan.

· Sentencia C-350 de 1994. Pluralismo religioso. La Constitución de 1991 establece el carácter pluralista del Estado social de derecho colombiano, del cual el pluralismo religioso es uno de los componentes más importantes. Igualmente, la Carta excluye cualquier forma de confesionalismo y consagra la plena libertad religiosa y el tratamiento igualitario de todas las confesiones religiosas, puesto que la invocación a la protección de Dios, que se hace en el preámbulo, tiene un carácter general.

· Sent. T-1205 de 2003: Contaminación Auditiva

· Sent. T-023 de 2010: Libertad religiosa en establecimiento carcelario
· Sent. T-465 de 1994: Ruido y convivencia de los derechos
· Sent. T-832 de 2011: Vestuario en centros educativos
· Sent. T-044 de 2008: Exámenes de Estado en el día sábado
· Sent. T-327 de 2009: Sabath y derechos laborales
· Capellanías religiosas – vigencia (Sentencia Consejo de Estado). Consejo de Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P. Ponente: Dr. Flavio Augusto Rodríguez Arce

Sentencia T- 493 de 2010. Caso en que el ICFES no le permite a un miembro de la Iglesia Evangélica Libre de Quibdó presentar el examen de Estado para el ingreso a la Educación Superior en un día distinto al domingo. Los argumentos esgrimidos por el Instituto consisten en afirmar que los derechos adquiridos por las Iglesias que suscriben el Convenio de Derecho Público – Decreto 354 de 1998 -, no pueden hacerse extensibles a las demás confesiones religiosas.
La Corte Constitucional se refiere en esta sentencia a la vulneración de derechos fundamentales del estudiante. En dicha sentencia la Corte hace referencia a las manifestaciones internas y externas de la fe, lugar donde no puede haber injerencia del Estado. Señala también, como la ha hecho en numerosas sentencias, que el principio de igualdad constituye una prohibición de tipo constitucional, la cual no permite que se trate de manera diferente a personas o grupos de personas que se encuentren en circunstancias objetivamente similares, pero siempre atendiendo el sentido objetivo de la norma o disposición.

Sentencia T- 330 de 1993. Estableció los criterios que deben tenerse en cuenta, para determinar si una disposición que crea un trato diferente genera el desconocimiento al derecho fundamental a la igualdad. Al respecto se indicó: 
 
"Para que sea admisible el trato diferente y por lo mismo constitutivo de una diferenciación constitucionalmente legítima, deben existir los siguientes requisitos:
 
- En primer lugar, que las personas se encuentren efectivamente en diferente situación de hecho;
 
- En segundo lugar, que el trato diferente que se les otorga tenga una finalidad;
 
- En tercer lugar, que dicha finalidad sea razonable, vale decir, admisible desde la perspectiva de los valores y principios constitucionales;
 
- En cuarto lugar; que el supuesto de hecho -esto es, la diferencia de situación, la finalidad que se persigue y el trato desigual que se otorga-, sean coherentes entre sí o, lo que es lo mismo, guarden racionalidad interna;
 
- Y en quinto lugar, que esa racionalidad sea proporcionada, de suerte que la consecuencia jurídica que constituye el trato diferente no guarde una absoluta desproporción con las circunstancias de hecho y la finalidad que la justifican…
Por otra parte, respecto a la igualdad, la Sala considera que no es de recibo el argumento del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior de afirmar que la posibilidad dada por la ley a los miembros de la iglesia Adventista del Séptimo Día es restrictiva y debe interpretarse únicamente para los que hacen parte de ella y no para otras religiones, pues, por el contrario, esa regulación demuestra que Colombia al ser un Estado laico y pluralista acepta las creencias propias de cada religión y pugna por proteger con ello la garantía constitucional que establece el artículo 19 de la Constitución Política”.
Sentencia T-193 de 1999 indica:

 

“La consagración constitucional de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y de opinión, a la intimidad personal, y al libre desarrollo de la personalidad, está directamente relacionada con el derecho, también fundamental, de la libertad de culto; todos esos derechos y garantías sólo pueden ser posibles en un Estado pluralista y personalista, completamente ecuánime frente a la opción religiosa de cada quien, pues ésta es una materia que sólo incumbe a la persona, hace parte de su libertad-seguridad y, por tanto, el poder del Estado no puede injerir directa o indirectamente en la decisión personal e íntima sobre si se adopta o no un credo religioso, o si se persevera en la práctica de un determinado culto”.
Sentencia T-602 de 1996. Afirma:

 

El núcleo esencial de la indicada libertad está constituido precisamente por las posibilidades, no interferidas por entes públicos o privados, de dar testimonio externo de las propias creencias, en espacios abiertos o cerrados, siempre que, al expresar mediante el culto las convicciones espirituales que se profesan, quien lo lleva a cabo no cercene ni amenace los derechos de otros, ni cause agravio a la comunidad, ni desconozca los preceptos mínimos que hacen posible la convivencia social.
 Sentencia T- 026 de 2005. Establece lo siguiente:

 

5. Lo anterior significa entonces, que de conformidad con el texto superior, el derecho a la libertad religiosa implica no sólo la posibilidad de profesar de manera privada y silenciosa el credo de la preferencia, si no que la garantía se extiende a la difusión y realización de actos públicos asociados con las convicciones espirituales. La libertad religiosa, entonces, garantizada por la Constitución, no se detiene en la asunción de un determinado credo, sino que se extiende a los actos externos en los que éste se manifiesta. (…)
 

En relación con la esfera privada, se destaca, en primer lugar, el derecho que tienen todas las personas a profesar una religión y a difundirla en forma individual o colectiva y, en segundo lugar, el derecho de toda persona a celebrar ceremonias, ritos y actos de acuerdo con sus propias convicciones religiosas. En el campo de lo público, el derecho a la libertad religiosa supone poner en pie de igualdad a todas las confesiones religiosas e iglesias ante la ley y, en consecuencia, eliminar el carácter confesional del Estado. De este modo se consagra la laicicidad del poder público y se afirma el pluralismo religioso.
Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

- Carta de las Naciones Unidas 1945. 
Los propósitos de las Naciones Unidas son:

1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por medios pacíficos, y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz;

2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pueblos, y tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal;
3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión; y 
4. Servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones por alcanzar estos propósitos comunes.
- La Declaración Universal de los Derechos Humanos, consigna el respeto por las libertades fundamentales. 1948.

Artículo 18. “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia”.
- Convención para la prevención y la sanción del delito de genocidio 1948.
Artículo 2. En la presente Convención, se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal: 

a) Matanza de miembros del grupo; 

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo; 

c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial; 

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo; 

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo.

- Convención sobre el Estatuto de los Refugiados 1951

Artículo 4. – Religión. Los Estados Contratantes otorgarán a los refugiados que se encuentren en su territorio un trato por lo menos tan favorable como el otorgado a sus nacionales en cuanto a la libertad de practicar su religión y en cuanto a la libertad de instrucción religiosa de sus hijos.
- Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, de la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. 1962.

ARTICULO 1. 1. A los efectos de la presente Convención, se entiende por «discriminación» toda distinción, exclusión, limitación o preferencia fundada en la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, las opiniones políticas o de cualquier otra índole, el origen nacional o social, la posición económica o el nacimiento, que tenga por finalidad o por efecto destruir o alterar la igualdad de trato en la esfera de la enseñanza y, en especial:

a) Excluir a una persona o a un grupo del acceso a los diversos grados y tipos de enseñanza;
b) Limitar a un nivel inferior la educación de una persona o de un grupo;
c) A reserva de lo previsto en el artículo 2 de la presente Convención, instituir o mantener sistemas o establecimientos de enseñanza separados para personas o grupos; o
d) Colocar a una persona o a un grupo de personas en una situación incompatible con la dignidad humana.

2. A los efectos de la presente Convención, la palabra «enseñanza» se refiere a la enseñanza en sus diversos tipos y grados, y comprende el acceso a la enseñanza, el nivel y la calidad de ésta y las condiciones en que se da.

-Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial (1965).

La Convención afirma que no puede soportarse científicamente ninguna doctrina de superioridad basada en la diferenciación racial, afirma además que dichas conductas son moralmente condenables y socialmente injustas y peligrosas. En su artículo 5, la convención compromete a los Estados parte a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas, a garantizar la igualdad ante la ley y el goce efectivo de los derechos fundamentales, entre ellos, la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión.
-El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos – Art. 18, ratificado por Colombia mediante la Ley  74 de 1968.

Artículo 18. “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección.

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás.

5. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones”.

- Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, ratificado en nuestro ordenamiento jurídico por la Ley 74 de 1968.

Artículo 2. “1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.(…)

Artículo 13.  1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. (…) 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
-Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto De San José), ratificado por Colombia mediante la Ley 16 de 1972.

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 

1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 

Artículo 12. Libertad de Conciencia y de Religión 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 

2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 

3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 

4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. (…) 

Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión 
(…) 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional. 

(…) 

Artículo 16. Libertad de Asociación

1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. (…)

- El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales de 1979.

Artículo 9. “Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. Estipula que la libertad religiosa incluye el derecho a cambiar de religión y a manifestar públicamente las creencias. Establece los motivos que permiten restringir estos derechos”.
-Declaración sobre todas las formas de intolerancia, discriminación fundadas en la religión o convicciones, promulgada por Asamblea General de las Naciones Unidas en Noviembre de 1981.

Esta declaración es enfática en afirmar que cualquier discriminación por motivos de religión o convicciones constituye una ofensa a la dignidad humana y una negación de los principios de la Carta de las Naciones Unidas. Ello debe ser reconocido como una violación de los Derechos Humanos y libertades fundamentales proclamados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y Pactos Internacionales, y un obstáculo para las relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones.
Observa esta declaración que es deber de los Estados adoptar medidas eficaces para prevenir y eliminar toda discriminación por motivos de religión o convicciones, en orden al reconocimiento, ejercicio y goce de los Derechos Humanos y de las libertades fundamentales en todas las esferas de la vida civil, económica, política, social y cultural.

En particular con relación a la educación de los niños y las niñas la Declaración establece en el artículo 5 lo siguiente.

Artículo 2 

1. Nadie será objeto de discriminación por motivos de religión o convicciones por parte de ningún Estado, institución, grupo de personas o particulares. 

2. A los efectos de la presente Declaración, se entiende por "intolerancia y discriminación basadas en la religión o las convicciones" toda distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en la religión o en las convicciones y cuyo fin o efecto sea la abolición o el menoscabo del reconocimiento, el goce o el ejercicio en pie de igualdad de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

Artículo 5 

1. Los padres o, en su caso, los tutores legales del niño tendrán el derecho de organizar la vida dentro de la familia de conformidad con su religión o sus convicciones y habida cuenta de la educación moral en que crean que debe educarse al niño.

2. Todo niño gozará del derecho a tener acceso a educación en materia de religión o convicciones conforme con los deseos de sus padres o, en su caso, sus tutores legales, y no se le obligará a instruirse en una religión o convicciones contra los deseos de sus padres o tutores legales, sirviendo de principio rector el interés superior del niño. 

3. El niño estará protegido de cualquier forma de discriminación por motivos de religión o convicciones. Se le educará en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y hermandad universal, respeto de la libertad de religión o de convicciones de los demás y en la plena conciencia de que su energía y sus talentos deben dedicarse al servicio de la humanidad. 

4. Cuando un niño no se halle bajo la tutela de sus padres ni de sus tutores legales, se tomarán debidamente en consideración los deseos expresados por aquéllos o cualquier otra prueba que se haya obtenido de sus deseos en materia de religión o de convicciones, sirviendo de principio rector el interés superior del niño. 

5. La práctica de la religión o convicciones en que se educa a un niño no deberá perjudicar su salud física o mental ni su desarrollo integral teniendo en cuenta el párrafo 3 del artículo 1 de la presente Declaración. 

-La Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por Colombia mediante Ley 12/1991.

Artículo 14. “1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión.

2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades.

3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás”.
Observación General No. 22, Comentarios generales adoptados por el Comité de los Derechos Humanos, Artículo 18 - Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, 48º período de sesiones, Naciones Unidas (1993).
Con respecto al artículo 18 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Comité manifiesta que dicha norma protege las creencias teístas, no teístas y ateas, advierte que los términos creencias y religión deben entenderse en un sentido amplio, cuya aplicación no se limita a las religiones tradicionales, de manera que las religiones minoritarias puedan ser objeto de hostilidades por parte de las religiones dominantes.
El Comité también expone que la libertad de manifestar la religión o las creencias mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza abarca una amplia gama de actividades, entre ellas: actos rituales y ceremoniales con los que se manifiestan directamente las creencias, así como las diversas prácticas que son parte integrante de tales actos, la construcción de lugares de culto, el empleo de fórmulas y objetos rituales, la exhibición de símbolos y la observancia de las fiestas religiosas y los días de asueto. 

La observancia y la práctica de la religión o de las creencias pueden incluir no sólo actos ceremoniales sino también costumbres tales como la observancia de normas dietéticas, el uso de prendas de vestir o tocados distintivos, la participación en ritos asociados con determinadas etapas de la vida y el empleo de un lenguaje especial que habitualmente sólo hablan los miembros del grupo. La práctica y la enseñanza de la religión o de las creencias incluye además la libertad de escoger a sus dirigentes religiosos, sacerdotes y maestros, la libertad de establecer seminarios o escuelas religiosas y la libertad de preparar y distribuir textos o publicaciones religiosos.
- Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979). Ratificada por Colombia mediante la Ley 984 de 2005

La Convención enfatiza en los derechos civiles, en la condición jurídica y social de la mujer y en el acceso sin discriminación en los campos de la educación, el trabajo, las actividades económicas y sociales. Observa que a través de aspectos culturales y de tradición se manifiestan los estereotipos, hábitos y normas que originan las múltiples limitaciones jurídicas, políticas y económicas a la realización plena de la mujer.

Artículo 1. A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

Derecho Internacional Humanitario. 

-El Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña (Convenio I). Aprobado el 12 de agosto de 1949.

El Convenio define las prescripciones relativas al tratamiento de los muertos y el servicio de tumbas, donde las partes en conflicto, velarán por el entierro de los muertos de manera honrosa y si es posible, respetando las ritualidades según las creencias del difunto. De igual manera, este mismo instrumento establece la protección para el personal sanitario, personal destinado a la administración de unidades y establecimientos sanitarios, personal de las sociedades de socorro y el personal religioso y capellanes. Dicha protección conlleva la obligación de no reconocerlos como prisioneros de guerra, no ser retenidos y permitirles seguir prestando sus servicios bajo la dirección de la parte adversaria. 

-El Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar (Convenio II). Aprobado el 12 de agosto de 1949.

Este convenio consagra el respeto y protección especial a personal religioso, médico y sanitario que preste asistencia médica y espiritual a los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en el mar. También establece la protección de este personal, aun en poder del enemigo, de manera que pueda continuar prestando sus servicios. 

-El Convenio de Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros de guerra (Convenio III). Aprobado el 12 de agosto de 1949.

Este convenio establece en su artículo 33 el principio de no discriminación para el personal religioso o sanitario que asiste a prisioneros, personal que no debe asumirse como parte de los prisioneros de guerra. Así mismo, el convenio consagra la libertad para el ejercicio de la religión a los prisioneros de guerra, reservando lugares adecuados para la celebración de sus cultos. 

Los capellanes retenidos en poder de la potencia enemiga, podrán asistir a los prisioneros de guerra y tendrán autorización para prestar sus servicios de conformidad con su conciencia religiosa; los ministros de culto que tengan la condición de prisioneros recibirán autorización para ejercer su ministerio y serán tratados como capellanes.

-Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra (Convenio IV). Aprobado el 12 de agosto de 1949.

El convenio brinda garantías a la población civil en presencia de un conflicto armado de carácter internacional y no internacional. Cobija a las personas que no participan directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, heridos o detenidos. 

Según este convenio las personas protegidas que se encuentran en los territorios de las partes en conflicto y territorios ocupados, tienen derecho en toda circunstancia a que su persona, su honor, sus derechos familiares, sus convicciones y prácticas religiosas, sus hábitos y sus costumbres sean respetados.
V. INSTANCIAS O ESPACIOS DE PARTICIPACIÓN.

La participación ciudadana impone al Estado el deber de promover y fortalecer las organizaciones, redes sociales y las capacidades ciudadanas para construir alianzas sociales que faciliten su incidencia en las decisiones públicas. Dentro de las principales normas que desarrollan este principio se encuentra la Ley Estatutaria de Participación, Ley 1757 de 2015, cuyo artículo 104 establece entre los deberes de las autoridades públicas garantizar el funcionamiento real y efectivo de las instancias de participación ciudadana, especialmente en  temas  relacionados con la planeación del desarrollo, las políticas sociales, la convivencia ciudadana, la reconciliación, y la inclusión de poblaciones tradicionalmente excluidas. 

En concordancia con lo anterior, el  Acuerdo 257 de 2006, “Por el cual se dictan normas básicas sobre la estructura, organización y funcionamiento de los organismos y de las entidades de Bogotá, Distrito Capital, y se expiden otras disposiciones”, dispone el deber de las autoridades de observar y desarrollar sus actuaciones garantizando la materialización de los derechos humanos y  la participación social en las decisiones públicas, es decir, integrando de forma dinámica a los habitantes de la ciudad en las decisiones de la Administración Distrital  que los afecten. 

El mismo Acuerdo Distrital 257 de 2006, en el capítulo Democratización y Control Social de la Administración Pública Distrital, establece: 
“Artículo  42. Participación ciudadana y control social. La Administración promoverá la participación ciudadana en cada una de las etapas de la gestión pública, fortaleciendo los espacios de interlocución Gobierno - ciudadanía e impulsando la concertación entre las aspiraciones ciudadanas y las iniciativas de las entidades distritales. 

La Administración Distrital garantizará, la difusión de la información para llevar a cabo procesos de orientación sectorial y territorial de la inversión; de evaluación de la eficiencia de la gestión pública y de los impactos y resultados de la acción pública.” 
Aunado a lo anterior, el Decreto Distrital 448 de 2007, "Por el cual se crea y estructura el Sistema Distrital de Participación Ciudadana", designa a la Secretaría Distrital de Gobierno como la entidad rectora en materia de participación en el Distrito Capital de acuerdo con los lineamientos de la Alcaldía Mayor de Bogotá. 

El Sistema Distrital de Participación Ciudadana es un escenario de articulación para la participación ciudadana entre la Administración Distrital, las organizaciones sociales, comunitarias, redes, y asociaciones, que permita garantizar espacios de deliberación frente a las políticas públicas del Distrito Capital. Uno de sus objetivos está relacionado con la promoción de una cultura democrática en la gestión de asuntos públicos y colectivos.

Dentro de las funciones del Sistema Distrital de Participación se encuentra:
“Artículo  2º. Definición y objetivos del sistema distrital de participación ciudadana. 
c) Articular a las organizaciones e instancias sociales con las instituciones del Estado, para fortalecer las organizaciones sociales y elevar la capacidad de movilización, gestión y concertación entre autoridades administrativas, políticas y la ciudadanía activa”. 
De otro lado, el Decreto Distrital 503 de 2011 "Por el cual se adopta la Política Pública de Participación Incidente para el Distrito Capital.", advierte que el derecho a la participación debe ser un componente transversal en todas las políticas distritales, razón por la cual debe propenderse una cualificación técnica, social y política de los ciudadanos y de la Administración que oriente sus actuaciones en la garantía de este derecho.

La creación de este escenario de deliberación tiene sustento normativo en el actual Plan de Desarrollo Distrital -Acuerdo 645 de 2016- y sus respectivas Bases, pues dentro del III Pilar, construcción de comunidad, se consolidó como proyecto transversal el denominado Bogotá Vive los Derechos Humanos, el cual cuenta con un componente estratégico para la territorialización de los derechos fundamentales de las y los ciudadanos del Distrito, denominado Territorios de Derechos Humanos. Desde este marco, la política pública distrital en materia de Derechos Humanos apunta a desarrollar una línea de acción específica denominada “Libertades de Pensamiento, Religión, Culto y Conciencia”, la cual incorpora como meta producto la Creación del Comité Distrital de Libertad Religiosa.
Por su parte, el Decreto Distrital 411 de 2016 “Por el cual se modifica la Estructura Organizacional de la Secretaría Distrital de Gobierno”, le asigna funciones específicas a esta Secretaría en materia de participación, en los siguientes términos: 
“Artículo  1°. OBJETO Y FUNCIONES ESENCIALES. c) Liderar, orientar y coordinar la formulación, adopción y ejecución de políticas, planes, programas y proyectos encaminados a garantizar la participación de los habitantes en las decisiones que les afecten, y en el control social a la gestión pública en el marco del Sistema Distrital de Participación.
Finalmente, el Acuerdo 685 del 4 de Septiembre de 2017 “Por medio del cual se crea el Comité Distrital de Libertad Religiosa y se dictan otras disposiciones”, da lugar a la instancia de participación ciudadana para la promoción, articulación, seguimiento y evaluación de las políticas, estrategias, planes y programas en materia de libertad religiosa, de cultos y conciencia en el Distrito Capital, garantizando tales derechos en el marco de la Constitución Política y la Ley 133 de 1994. 

VI. IMPACTO FISCAL

Este proyecto tiene impacto fiscal. Requiere recursos presupuestales para la ejecución de las líneas estratégicas de la política pública: (1) Pedagogía y de interacción con ciudadanos, funcionarios de los niveles de la Administración Distrital y Gobierno Nacional; (2) Goce efectivo de los derechos y garantías para el ejercicio pleno de las libertades; (3) Articulación y fortalecimiento de iniciativas de paz y proyectos sociales provenientes del sector religioso, organizaciones de la sociedad civil, organismos de cooperación internacional y el Estado.
Cordialmente,  
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